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COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA Y PROTECCIÓN CIVIL
LXVII LEGISLATURA
DCSPPC/002/2023

H. CONGRESO DEL ESTADO
P R E S E N T E.-
La Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 57 y 58 de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, 87, 88 y 111 de la Ley Orgánica, así como por los artículos 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias, ambos ordenamientos del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, somete a la consideración del Pleno el presente Dictamen, elaborado con base en los siguientes:
ANTECEDENTES

I.- Con fecha dieciocho de febrero del año dos mil veintidós, el Diputado Edgar José Piñón Domínguez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó Iniciativa con carácter de punto de acuerdo, a efecto de exhortar al Congreso de la Unión, para que expida la Ley General en Materia de Seguridad Privada, con el objetivo de armonizar y homologar la coordinación entre las autoridades de los tres órdenes de Gobierno y los prestadores de servicios de seguridad privada en el país.
II.- La Presidencia del H. Congreso del Estado, en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el día veinticuatro de febrero del año dos mil veintidós, tuvo a bien turnar a los integrantes de la Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil la iniciativa de mérito, a efecto de proceder al estudio, análisis y elaboración del correspondiente dictamen.

III.- La exposición de motivos que sustenta la iniciativa enunciada como Asunto 785 en comento, es la siguiente:
“Actualmente, ante la Secretaría de Seguridad Pública del estado de Chihuahua existen 129 empresas de seguridad privada que se encuentran certificadas y legalmente establecidas para prestar el servicio y protección en diferentes puntos de interés; a su vez, aproximadamente 50 empresas más no cuentan con la certificación correspondiente y prestan el servicio fuera de Ley, al hacerse pasar como una empresa encargada de brindar servicios de seguridad sin conocimientos y todo lo que conlleva.

En el país existen alrededor de 6 mil empresas que se dedican a la prestación de servicios de seguridad privada que emplean aproximadamente a 500 mil personas; sin embargo, más de mil 500 empresas no cuentan con permisos, lo que vulnera obligaciones tributarias, de prestaciones de seguridad social y traslada el costo al Estado, por lo que se trata de homologar criterios, requisitos, mecanismos de control y de vigilancia, evitar la aparición de empresas fantasma y de espacios para la delincuencia.

Así como también se busca una coordinación entre seguridad pública y privada, que permita una mayor eficacia ante casos de emergencia o cuando las autoridades correspondientes requieran el auxilio.

El estado de Chihuahua ha sido víctima de la delincuencia desde años atrás, siendo uno de los principales desafíos de México; con preocupación vemos cómo ha ido ganando terreno, teniendo un impacto en nuestra vida, afecta a nuestras familias, nuestro patrimonio y nuestros derechos.

El 28 de mayo de 2021, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, DECRETO por el que se adiciona una fracción XXIII Bis al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de Seguridad Privada, estableciendo una nueva facultad al Congreso de la Unión, consistente en la expedición de La Ley General en Materia de Seguridad Privada, la cual deberá establecer:

a) Las reglas y la autoridad facultada para autorizar y regular a los prestadores de servicios de seguridad privada en todo el territorio nacional.

b) Las reglas de coordinación entre las personas autorizadas a prestar los servicios de seguridad privada y las autoridades correspondientes de la Federación, las entidades federativas y los municipios, para la adecuada organización y funcionamiento como auxiliares de la seguridad pública.

c) La coordinación de esos prestadores con las instituciones de seguridad pública en situaciones de emergencia y desastre.

d) Los aspectos vinculados a la coordinación y supervisión de las policías complementarias en el país.

La propia Ley de Seguridad Privada para el Estado de Chihuahua indica en su artículo segundo que los servicios de seguridad privada son auxiliares a la función de Seguridad Pública, por lo cual, se le deberá un respeto y un apego a la Constitución Mexicana así como a la del Estado de Chihuahua, lo cual indica que dichos servicios, no son ajenos a la regulación suprema y que además, se establece que para ser considerado como un auténtico prestador de servicios, ya sea persona física o moral, se deberá contar con la autorización y registro correspondiente otorgado por la Secretaria de Seguridad pública  o autoridad correspondiente, pudiendo decir de esta forma, que quien no cuente con dichos requisitos, no podrá ser considerado como una empresa apta para ejercer en el área, al menos legalmente.

Ahora bien, la seguridad privada ha sido un tema muy poco estudiado que se ha visto rezagado en cuanto a su normatividad, lo cual es realmente inaceptable, ya que la misma Ley establece su relación inmediata con la propia Fiscalía y, por lo tanto, la exigibilidad en la aplicación de esta.

Dado que el tema de seguridad y procuración de justicia es un desafío para los diferentes niveles de Gobierno, es por ello por lo que, es imprescindible el rediseño eficiente, la implementación efectiva y la evaluación de políticas públicas que erradiquen la opacidad institucional.”

La Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, después de entrar al estudio y análisis de la iniciativa de mérito, tiene a bien realizar las siguientes:
CONSIDERACIONES

I.- Al analizar las facultades competenciales de este Alto Cuerpo Colegiado, quienes integramos esta Comisión de Dictamen Legislativo no encontramos impedimento alguno para conocer del presente asunto, por lo que procederemos a motivar nuestra resolución. 
II.- Del análisis de la presente iniciativa se desprende que la intención del iniciador es exhortar al H. Congreso de la Unión, para que expida la Ley General en Materia de Seguridad Privada, con el objetivo de armonizar y homologar la coordinación entre las autoridades de los tres órdenes de Gobierno y los prestadores de servicios de seguridad privada en el país.
III.- En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos existen varios artículos que hacen referencia a la seguridad pública, tema que es abordado desde diferentes ópticas a través de los artículos 20 Apartado B, fracción V, primer párrafo; 21, párrafos noveno, décimo y decimosegundo; 32, tercer párrafo; 69 último párrafo; 73 fracción XXIII; 76 fracción XI; 115 fracciones III inciso h) y VII primer párrafo; y 122 Apartados B párrafo quinto y C párrafo segundo. De estos preceptos, el que cobra relevancia para efectos del presente dictamen es el artículo 21, párrafo noveno que hace referencia a la seguridad pública en los siguientes términos:
“La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la materia. La seguridad pública comprende la prevención, investigación y persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución.”

Por su parte, el artículo 2 primer párrafo de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad (reglamentaria del Artículo 21 Constitucional en materia de Seguridad Pública), cuyo objeto es regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como establecer la distribución de competencias y las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas y los Municipios en esta materia, establece que:

“La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, las entidades federativas y municipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos y comprende la prevención especial y general de los delitos, la sanción de las infracciones administrativas, así como la investigación y la persecución de los delitos y la reinserción social del sentenciado, en términos de esta Ley, en las respectivas competencias establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, la doctrina nos informa que:

“La seguridad pública es una cualidad de los espacios públicos y privados, que se caracteriza por la inexistencia de amenazas que socaven o supriman los bienes y derechos de las personas y en la que existen condiciones propicias para la convivencia pacífica y el desarrollo individual y colectivo de la sociedad.”

“…la seguridad pública puede ser definida como la actividad encomendada al Estado para salvaguardar los intereses de la sociedad, a los cuales definiríamos técnicamente como bienes jurídicos, en actividades de prevención y como el presupuesto de una debida procuración y administración de justicia.”

La ya citada Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en su artículo 151 señala que: 

“Los servicios de seguridad privada son auxiliares a la función de Seguridad Pública. Sus integrantes coadyuvarán con las autoridades y las Instituciones de Seguridad Pública en situaciones de urgencia, desastre o cuando así lo solicite la autoridad competente de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, de acuerdo a los requisitos y condiciones que establezca la autorización respectiva.”

Por su parte, se encuentra que la Ley Federal de Seguridad Privada contiene, en su artículo 2 fracción I, la siguiente definición:
“Seguridad Privada. - Actividad a cargo de los particulares, autorizada por el órgano competente, con el objeto de desempeñar acciones relacionadas con la seguridad en materia de protección, vigilancia, custodia de personas, información, bienes inmuebles, muebles o valores, incluidos su traslado; instalación, operación de sistemas y equipos de seguridad; aportar datos para la investigación de delitos y apoyar en caso de siniestros o desastres, en su carácter de auxiliares a la función de Seguridad Pública.”

IV.- Es a través de los textos normativos antes transcritos que queda de manifiesto la complejidad de la materia de seguridad pública y que el legislador federal ha conceptualizado a la seguridad privada como “auxiliar” de las instituciones de seguridad pública. 
La seguridad pública tiene un carácter poliédrico, pues por una parte es función del Estado, por otra, tiene fines, además que comprende diversos aspectos. Por su parte, la seguridad privada también tiene un aspecto multifacético, pues es auxiliar a la función de seguridad pública, así como coadyuvante en determinadas situaciones, y tiene objetos determinados. Tomando en consideración este contexto, es que la Cámara de Diputados propuso, en el año 2020 adicionar una fracción al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de facultar al Congreso de la Unión para expedir una legislación en materia de seguridad privada, esto con dos finalidades muy específicas:

1. Establecer las reglas para autorizar y regular a los prestadores de servicios de seguridad privada en todo el territorio nacional. Esas reglas deberán incluir a la autoridad a cuyo cargo se encontrará la autorización y regulación a los prestadores de servicios de seguridad privada en todo el territorio nacional. Y 

2. Que la legislación específica fije, por una parte, las reglas de coordinación entre esas personas autorizadas a prestar los servicios de seguridad privada y la Federación, las entidades federativas y los municipios, para la efectiva organización y funcionamiento de los prestadores de los servicios de seguridad privada como auxiliares de la seguridad pública y, por otra, los aspectos vinculados a la coordinación y supervisión de las policías complementarias en el país.
V.- Dentro del proceso legislativo federal mencionado, el Senado consideró que era viable que la nueva facultad para el Congreso de la Unión se relacionase con la expedición de una Ley General, y no en sentido de establecer una legislación única o Nacional. Lo anterior, en razón de que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado que la seguridad pública y la seguridad privada son dos expresiones de una misma actividad o función, y que sobre ella existen facultades coincidentes de los diversos niveles de gobierno. Una legislación única o nacional vulneraría la autonomía de las entidades federativas y de los municipios en relación con la materia, de conformidad con los Artículos 21 párrafo noveno; 115 fracciones III inciso h) y VII primer párrafo; 122 Apartados B párrafo quinto y C párrafo segundo; y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Las conclusiones a las que llegaron las Comisiones Dictaminadoras dentro del proceso legislativo correspondiente fueron: 
1. La Constitución General no distingue una actividad de seguridad pública y otra distinta de seguridad privada.

2. La Constitución General distingue al sujeto que presta el servicio –que es de interés público.

3. Seguridad pública y seguridad privada son dos expresiones de una misma actividad o función.

4. La seguridad física de todos los habitantes es una función del Estado en los tres niveles de gobierno (municipal, estatal y federal), principio que no es renunciable ni está sujeto a la voluntad de los particulares.

5. En el ámbito público, toda seguridad es un asunto público, porque nadie puede ejercer violencia por propia mano para reclamar ni defender su derecho (Artículo 17 Constitucional). La Constitución General incluso garantiza el uso de armas para la seguridad personal (Artículo 10 Constitucional), pero este derecho de autoprotección no puede ni debe ejercerse en el medio público y la actividad de los particulares siempre debe apegarse a lo que las leyes establezcan.

6. Los servicios de seguridad pueden ser prestados por órganos públicos, pero también por particulares (Organizados de la más diversa forma, sea en empresas capitalistas, cooperativas o en organizaciones comunitarias), pero siempre de acuerdo con lo que indique la Ley expedida por los tres niveles de gobierno de nuestra Federación.

7. Los servicios prestados por los particulares o privados sólo pueden ser constitucionales si son entendidos como parte de la seguridad pública prevista en el Artículo 21 Constitucional.

8. La seguridad privada es parte de las actividades que deben ser objeto de coordinación entre la Federación, las entidades federativas y los Municipios. Por tanto, es necesario otorgar al Congreso de la Unión facultad para expedir una ley general en materia de seguridad privada, misma que debe comprender, entre otros, los siguientes aspectos:
a) Establecer las reglas y la autoridad facultada para autorizar y regular a los prestadores de servicios de seguridad privada en todo el territorio nacional.

b) Fijar las reglas de coordinación entre las personas autorizadas a prestar los servicios de seguridad privada y la Federación, las entidades federativas y los Municipios para la efectiva organización y funcionamiento de los prestadores de servicios de seguridad privada como auxiliares de la seguridad pública.

c) Determinar las reglas de coordinación entre la Federación y las personas autorizadas para prestar los servicios de seguridad privada, cuando los servicios comprendan dos o más entidades federativas.

d) Precisar las reglas de coordinación entre la entidad federativa, el o los municipios respectivos y las personas autorizadas para prestar los servicios de seguridad privada, cuando los servicios se presten solo en el territorio de una entidad federativa, pero en más de uno de sus municipios.

e) Establecer las reglas mínimas y generales de coordinación de esos prestadores particulares o privados con las instituciones de seguridad pública en situaciones de emergencia y desastre.

f) Determinar los aspectos vinculados a la coordinación y supervisión de las policías complementarias en el país.

g) Fijar las reglas de coordinación entre la Federación y las entidades federativas para supervisar de manera eficaz a los prestadores de seguridad privada. y
h) Establecer la separación entre prestadores de servicio de seguridad privada, y los centros de capacitación y centros de evaluación.
VI.- La necesidad de facultar al Congreso de la Unión para expedir una ley general en materia de seguridad privada se basó en que actualmente la Ley Federal de Seguridad Privada dispone en su artículo 1 que: “los servicios de seguridad privada que se presten sólo dentro del territorio de una entidad federativa estarán regulados como lo establezcan las leyes locales correspondientes”.
Esta norma ha generado falta de certeza jurídica, ya que cada entidad federativa aplica regulaciones distintas, además de propiciar una falta de criterios que homologuen los requisitos de autorización, los procedimientos de verificación y sanción, así como la información que deben contener los registros estatales de seguridad privada.
Si bien es cierto que existe legislación específica en materia de seguridad privada, también es cierto que, en los últimos años, se ha incrementado la contratación de este tipo de servicios, por lo que resulta importante contar con un marco normativo de regulación general que permita a las instancias competentes el control y supervisión de las actividades de seguridad privada y de todas las policías complementarias.
Sumado a lo señalado en el punto anterior, al contar con una multiplicidad de procedimientos de autorización, de registro de personal, así como del equipo que se utiliza en la prestación de los servicios de seguridad privada, se tiene un desconocimiento total del número real de elementos de seguridad privada en todo el país. Esto es potencialmente nocivo en materia de derechos humanos.
La problemática planteada se podrá atender con la expedición de una Ley General de Seguridad Privada, a través de la cual se homologuen los procedimientos, requisitos, criterios y registros de este tipo de particular prestador de servicios. La seguridad privada requiere un marco jurídico moderno que le permita a los particulares prestar sus servicios con certeza y que además aporte al Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Lo anterior, respetando en todo momento en dicha legislación las facultades que al día de hoy tienen las entidades federativas en la materia; es decir, no será objetivo de la legislación el centralizar en la autoridad federal las autorizaciones y otros procesos que hoy se llevan a cabo a nivel local.

VII.- El Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos, Segunda, con proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción XXIII Bis al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de seguridad privada, fue discutido y aprobado en la Cámara de Senadores el 11 de marzo de 2021.

El mismo, fue aprobado en lo general y en lo particular, por 85 votos en pro, 9 en contra y 2 abstenciones. Se remitió a las legislaturas de los estados y de la Ciudad de México para los efectos del artículo 135 Constitucional.
El 19 de mayo de 2021, al recibirse 20 oficios de los estados emitiendo su resolución aprobatoria, la Comisión Permanente del Congreso de la Unión declaró aprobado dicho Decreto, mismo que se remitió al Diario Oficial de la Federación y fue publicado el 28 de mayo del mismo año. 

Cabe señalar que el artículo segundo transitorio estableció que: “Dentro del plazo de 180 días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión deberá expedir la ley general en materia de seguridad privada a que hace referencia el artículo 73, fracción XXIII Bis de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

El plazo anterior feneció el pasado 25 de noviembre del año pasado, sin que ha la fecha se haya expedido la ley general correspondiente. 

VIII.- Es por lo anterior que los integrantes de esta Comisión de Dictamen Legislativo, exhortamos al Congreso de la Unión, se cumpla con lo ordenado en el artículo segundo transitorio del Decreto por el que se adiciona una fracción XXIII Bis al artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de seguridad privada, en relación a expedir la ley general en materia de seguridad privada, ya que al día de hoy han transcurrido más de un año y aún no se ha cumplido con esa obligación.
Por lo expuesto, nos permitimos someter a la consideración de este Alto Cuerpo Colegiado el siguiente proyecto de: 
ACUERDO

ÚNICO. - La Sexagésima Séptima Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Chihuahua, exhorta al Congreso de la Unión para que expida la Ley General en Materia de Seguridad Privada a fin de armonizar y homologar la coordinación entre las autoridades de los tres órdenes de Gobierno y los prestadores de servicios de seguridad privada en el país.
Económico. - Aprobado que sea, túrnese a la Secretaría para que elabore la minuta de Acuerdo para los efectos correspondientes.
DADO en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua, Chih., a los 9 días del mes de junio del año 2023.
Así lo aprobó la Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, en reunión de fecha 26 de Abril del año 2023.
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Nota: La presente hoja de firmas corresponde al Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, que recayó al Asunto 785. 
� GARCÍA RAMÍREZ, Sergio, “En torno a la seguridad pública. Desarrollo penal y evolución del delito”, en Pedro José Peñaloza y Mario A. Garza Salinas (coords.), Los desafíos de la seguridad pública en México, Universidad Iberoamericana, UNAM, PGR, México, 2002, p. 81, citado en � HYPERLINK "http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estudio/Cesop/Comisiones/dtseguridad%20publica1.htm" �http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estudio/Cesop/Comisiones/dtseguridad%20publica1.htm� 


�Instituto de Investigaciones Jurídicas, Enciclopedia Jurídica Mexicana, voz “seguridad pública”, México, UNAM-PORRÚA, Tomo VI, p. 386.
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